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DERECHO ADMINISTRATIVO.
I.
En l� primera época de EL F ORO VA­
LENCIANO tuvimos ocasion de escribir algu­
nos artículos sobre el derecho administra­
tivo ; y en ellos nos propusimos como ob­
geto principal discutir uno de los puntos
de mayor utilidad para el hombre estu­
dioso, y que en la práctica de los negocios
judiciales ofrece dificultad no escasa: t�l
era entonces , y es ahora en nuestro hu­
milde juicio, el saber apreciar el límite
que separa la accion judicial de la accion
administrativa , ó sea la línea divisoria de
la jurisdiccion que egerce el poder judicial,
y de la que egerce la administracion. No se
esconde á nadie, por poco versado que
esté en materias jurídicas y administra­
tivas, que estas dos ramas del poder ege­
cutivo tienen muchos puntos de contacto,
están íntimamente enlazadas entre sí; y
que solo es atendible su separación por
la mayor latitud que tiene en su modo de
obrar la accion administrativa. Por lo de­
mas 1 si la jurisdiccion ordinaria egerce su
influencia benéfica sobre los intereses del
ciudadano, si le protege y pone á salvo
sus derechos; la administrativa igualmente
atiende á la integridad de los mismos, y
lo cubre con su poderoso escudo contra las
maquinaciones de los malévolos.
Para llegar á tal ohjeto, y dando por su­
puesto el conocimiento de la índole y na­
turaleza de la jurisdiccion en general, nos
fijamos en aquellos artículos en la adminis­
trativa, que fue examinada bajo sus dos fa­
ses cardinales, haciendo notar la diferencia
que existe entre la voluntaria y la conten­
ciosa; y venimos en último �.érmino á de .....
ducir una fórmula para conocer . el momen-
�¡
to en que entra y tiene lugar .l�l jurisdiccion
contenciosa; fórmula que enunciamos de la
manera siguiente: los derechos de interés
administrative menoscabados ó perjudicados
con anterioridad á una providencia que no
los subsana, deben veal1ïarse ante los tri­
bunales contencioso-administrativos.
Pero la fórmula por nosotros precisada
ofrecía no pocas dudas en sus mismos tér­
minos; y para esclarecerla y darla toda la
luz que bastara á su cabal comprehension,
analizamos el sentido de la frase interés
administrativo, y discurriendo sobre la es­
tension de su significado, dejamos inter­
rumpida nuestra tarea, no sin haber hecho
antes algunas observaciones sobre la pa­
labra interés, y sobre la frase interés ad­
ministrativo; observaciones que concluire­
mos hoy, si nos es dado, para dar igual­
mente cabida á algunas reflexiones que
consideramos oportunas al desarrollo su­
cesivo de nuestras ideas sobre el limite ju­
risdiccional.
Reanudando al presente aquellos traba-
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jos, que se recomiendan mas bien por la
buena voluntad con que se reunen y ofre­
cen á nuestros lectores, que por el mérito
que f fi sí puedan tener, no será inútil re­
COl-Jar, que nosotros entendemos por in­
torés administrativo el conjunto de dere­
chos individuales y colectivos tan unidos
y enlazados por la utilidad y conveniencia
que á todos resulta, que no puede ata­
carse el mas mínimo , el mas insignificante
de ellos en la colectividad ó en el indivi­
duo, que no esparza la alarma en todos,
sintiendo los efectos perniciosos del ataque.
Quizá pueda parecer á algunos, que in­
currimos en manifiesta contradiccion al de­
finir el interés administrative, haciendo en­
trar como otro de los términos de la idea
el conjunto de derechos individuales, que,
lejos de pertenecer al órden administrative,
es lo que forma la base del derecho civil.
En verdad que la observación seria funda­
da, y la contradiccion manifiesta, si en este
lugar consideráramos los derechos indivi­
duales aislados, y sin la debida relación y
aun dependencia de los, colectivos. Pero no
es este el sentido en que tomamos los de­
rechos individuales como parte integrante
del interés administrativo: sírvenos de guia
otra apreciacion tan sencilla como evidente.
Todo derecho, ó termina en el individuo
mismo que lo disfruta, ó forma una esfera
de cuya influencia participan el Estado, la
provincia, el municipio; de manera que
para nadie es dudoso, ó mas bien, todos
están íntimamente convencidos de que po­
seen derechos propios, de los que no es
dable participen los demás sin espreso eon­
sentimiento del propietario, asi como de
que en la tenencia de otros, la participa­
cion es igual en todos, hien de hecho, bien
de derecho. Esto sin embargo no quita el
que los derechos de que disfruta un in-
\'
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dividuo, aunque sea en la misma propor­
cion que los demás, puedan y deban Ila­
marse individuales, siempre y cuando su
disfrute no sea peculiarmente propio; bas­
tando para que pueda entrar en el círculo
administrativo el que los demás tengan la
facultad de adquirirlos en la misma propor­
cion y circunstancias. El agua de un rio de
que disfruta hoy Pedro, y de la que maña­
na podrá utilizarse Juan por concesion del
gobierno, puede servir de egemplo prác­
tico de lo que vamos diciendo. Y véase como
no hay la contradiccion que al parecer se
advierte en la idea que hemos dado del in­
terés administrative, puesto que' los dere­
chos que forman el patrimonio de un indi­
viduo eon entera independeneia de los de­
más, no han sido tomados por nosotros como
el punto de partida para fijar la inteligen­
cia de la frase de que nos ocupamos.
Lo útil, lo provechoso, lo conveniente á
un pueblo es la base de toda buena gober­
nacion, y-á proporcionar á los gobernados
todo lo que les sea útil, provechoso y con­
veniente debe ser la tendencia esclusiva de
la administracion. Pero como esta haya de
fijar su atencion en las diferentes agrupa­
ciones de que se forma el Estado ó Nación:
como haya de dictar disposiciones aplica­
bles á cada una de ellas, y esto ofrezca
grandes dificultades por los hábitos y cos­
tumbres que las diversifioan , preciso es
convenir en que, en tanto tendrá buena
aplicacion á los negocios contenciosos la
frase interés administrativo , en cuanto se
haga el debido aprecio de las circunstan­
cias especiales 'de cada provincia ó pueblo,
y se obtenga un conocimiento exacto de lo
que pueda serles provechoso para el afian­
zamiento del bienestar general. Por esté!
razón 'no debe en abstracto juzgarse la uti­
lidad ó perjuicio de una disposicion admi-
EL FORO VALENCIANO. 15
nistrativa para fijar su interés; sino que
debe relaeionársela con la índole especial del
punto en que se aplica, á fin de adquirir una
regla segura al juzgar el interés administra­
tivo que tenga en un caso dado el indivi­
duo, el pueblo ó la provincia. En equivoca­
da via entraría el Letrado al dirigir negocios
contencioso-administrativos que, prescin­
diendo de las localidades, aplicara un mis­
mo criterio á la marcha y resolucion de
asuntos tan delicados.
Conocida ya la estension de la frase in­
terés-administrativo, y llevada alguna luz
á la fórmula anunciada en la que se hacia
notar .alguna vaguedad, todavía creemos
oportuno hacernos cargo de otra frase,
que no por vaga é mdetcnninada , sino
porque forma la esencia de lo contencioso,
llama particularmente nuestra atención.
Para que una cuestión sea objeto del juicio
contencioso-administrativo, para que pue­
da someterse á la decision de los tribuna­
les competentes, es necesario, hemos di­
cho, que entrañe derechos menoscabados
ó perjudicados con anterioridad á una pro­
videncia que no los subsana.
En efecto, hay derechos que la ley con­
cede al ciudadano, y de los que este dis­
fruta pacíficamente hasta el momento que
otro le perturba, ó le interrumpe su eger­
cicio � y hay derechos á la vez que no se
encuentran entre las concesiones de la ley,
sino que deben reclamarse y obtenerse de
la autoridad competente. Estos últimos
forman la grande esfera de la jurisdiccion
activa del gobierno, y ni su concesion, li­
mitada á las pretensiones de los goberna­
dos, ni su negativa, puede ser objeto de
revision en los tribunales contencioso-ad­
ministrativos. Es la razón, por que tanto
el Supremo Gobierno, como sus delegados,
al resolver las solicitudes ó demandas de
-
los particulares, y de las corporaciones,
miran, no el interés aislado del pretendien­
te, sino el equilihrio de ese interés con el
general de los asociados. Dese en este sen­
tido .la peticion mas sencilla, la que al pa­
recer del individuo se juzgue mas inocente;
y aun entonces la administracion, en uso
del poder que se la tiene confiado, encon­
trará perjudicial la concesion, por no con­
venir al órden establecido; por alterar las
miras -dc buen gohierno adoptadas. ¿Y po­
drá ese particular á quien la jurisdiccion
activa ha negado su demanda, llevar á la
Administracion ante los tribunales conten­
ciosos'? La discusión de semejante derecho
seria bastante á producir inmensa pertur­
bacion en el régimen interim' de un estado.
Porque es necesario no perder nunca de
vista, que á la Administracion están con­
fiados los intereses todos de la sociedad,
todos sin esclusion del mas insiguificante;
y que sola la Administracion es ¡copaz de
calcular lo que el bien público exige, com­
parando, combinando y armonizando los
infinitos objetos que la forman: mar con­
fuso de intereses que aparentemente pugnan
y se destruyen, que en hecho de verdad
pugnarían y se destruirian, si el ojo cal­
culador del Gobierno no le dominara por
medio del conocimiento íntimo de sus se­
cretas relaciones, y por las medidas enca­
minadas á hacer desaparecer su antagonis­
mo. Si pues los actos en general del Go­
bierno que versan sobre concesiones ó de­
negaciones de derechos ó privilegios, cuan­
do estos se hallan enlazados al sistema de
órden público, pudieran ser revisados, pu­
dieran someterse á la jurisdiccion conten­
ciosa, nacería indudablemente la pugna
entre gobernantes y gobernados, mucho
mas temible y funesta en consecuencias que
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motines por el carácter de legalidad con
que se presentaria adornada, y que haria
valer como un derecho incuestionable.
Por otra parte, los tribunales contencioso­
administrativos, como encargados de la
aplicacion á determinados casos de las leyes,
ni por su carácter especial, ni por su orga­
nizacion están en el deber de estudiar las
necesidades de los ciudadanos, ni de calcu­
lar lo que el bien público exige en los múl­
tiples y variados puntos que á la resolucion
del Gobierno diariamente se ofrecen; re­
dúcese su mision á fallar sobre las con­
tiendas de los particulares entre sí, ó de los
particulares y la Administracion con arre­
glo al derecho constituido, al derecho pre­
existente. No necesitan por tanto estar en
los secretos del Gobierno, porque no son
ellos los encargados de coadyuvar á este en
el desarrollo y fomento de los intereses
públicos. Seria pues altamente injusto el
someter á su decision los actos de la admi­
nistracion activa, cuando estos nacen de ese
poder que la es esencial, del que no puede
despojarse, cual es el de velar por la con­
servacion del órden público, fomentar los
intereses generales, y remover todos cuan­
tos obstáculos se opongan al planteamiento
de un buen gobierno.
Pero hay otros derechos, que las leyes
sancionan, y de los que disfrutan pacífica­
mente los ciudadanos, que pueden ser ata­
cados por un particular, ó por la adminis­
cion misma al mirarlos en oposicion al bie­
nestar público; y sobre esos derechos, bien
contrariados en su goce, si el particular los
poseia, ó hien negados en su participacion,
si no habia llegado el caso de tenerlos, están
llamados á conocer y fallar los tribunales
contencioso-administrativos. �Ias para que
puedan entrar semejantes derechos en la
esfera de lo contencioso, requiérese inde-
I II
I! I
fectiblemente que la jurisdiccion activa ó
voluntaria haya dado su fallo con antela­
cion, negando lo que el particular ó corpo­
racion reclamára al amparo de disposicio­
nes legislativas no derogadas.
Comprendese naturalmente, al hablar
así, que este fallo que al juicio contencioso
precede, equivale en nuestro sentir al jui­
cio de paz que precede igualmente á los
juicios ordinarios, y que la ley, que ha re­
conocido el medio de la conciliacion como,
el mas favorable á la paz y concordia de los
ciudadanoano podia prescindir de adoptar­
lo en equivalencia para los negocios admi­
nistrativos, á fin de que las formas judicia­
les, con sus términos, y dilaciones, no re­
tardaran por una necesidad imprescindible




LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL.
--
¿ En los negocios de menor cuantía cabe y puede concederse
el término de prueba estraordinario?
La pregunta que encabeza este artículo,
nos la hemos hecho siempre que al acaso
ó por un motivo cualquiera, hemos fijado
la atencion en el título XXIII d� la ley de
enjuiciamiento civil ; y por mas que com­
prendamos la razon que el legislador ha
podido tener para simplificar y abreviar
los términos en los negocios de menor
cuantía, no nos ha sido posible esplicar­
nos de una manera satisfactoria, ni la omi­
sion que sobre el punto que sirve de epí­
grafe se observa en el indicado título, ni
la notable contradiccion y anómala diver­
gencia que existe entre los artículos 1, 1�8
y 1,149 del mismo.
Ya en uno de los números de nuestra
,
\
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Revista correspondiente á la primera épo­
ca (1) , llamamos la atencion sobre lo an-­
gustioso del término de prueba en los ne­
gocios de menor cuantía, cuando esta ha
de practicarse en el mismo juzgado que
conoce dellitigio, demostrando la necesi­
dad de reformar la segunda parte del ar­
tículo 1,148 de la ley; pero no nos ocupa­
mos de los demás estremos que van á ser
hoy obgeto de nuestras indicaciones, por­
que o cumplia en aquel momento á nues­
tro propósito, y por otra parte temimos
ser sobrado difusos.
Indudablemente una obra es tanto mas
perfecta, cuanto mas en armonía están
las partes que forman su todo, presentan­
do un conjunto capáz de realizar el obgeto
propuesta; pero si esta armonía falta, si
omisiones ó contradicciones remarcables
vienen á descomponer el conjunto; en tal
caso aquella obra, lejos de llenar su objeto,
produce un mal enjendrando la duda,
la vacilacion y con ellas el error. "
No vituperamos ni reprobamos por esto
la ley de enjuiciamiento civil á la que de­
dicamos nuestras observaciones: en mas
de una ocasion ha merecido nuestros sin­
ceros el,?gios y no puede negarse que ha
producido un gran bien, cuando menos
compilando en un código todas las dispo­
siciones que arreglan la tramitación de los
negocios civiles; pero para que el resul­
tado corresponda completamente al fin
que el legislador se propuso: para que los
que tienen necesidad de aplicar la ley ya
pidiendo ya acordando, eviten fluctuaciones
que en nada favorecen á los litigantes ni
á la misma ley, se hace preciso, es de una
necesidad apremiante, que despues de un
maduro y detenido exámen y en vista de
...
(1) Véase el núm. 29, pág. 455.
las consultas y observaciones que sobre el
código de procedimiento civil se han hecho,
safra este una prudente y bien meditada
reforma.
En ella creemos que despues de dar al­
guna mayor amplitud al término de prueba
ordinario en los negocios de menor cuan­
tia, debe consignarse la manera como pue- ,
da hacerse uso del estraordinarió en estos
asuntos; con lo cual, al paso que se llenará
una omision que produce dudas perjudi­
ciales, conducirá á la supresion del artí­
culo 1,149 de la ley, que dando Ingar al
arbitrio judicial sin limitacion alguna, puede
ocasionar el abuso, que es lo primero que
debe evitarse á toda costa; porque si este es
siempre reprensible é irritante, cuando se
comete escudado con la ley, la irritación,
como es natural, sube de punto.
Hemos dicho que el artículo 1,149 de
la ley debe desaparecer cuando esta se re­
forme, y con efecto es así. No se concibe
ni se esplica, que en un título como el
XXIII del código de procedimiento civil, en
el que el deseo, ó mejor dicho, el afan por
la brevedad conduce al estremo de señalar
solo nueve dias e improrogables como tér­
mino ordinario de prueba, á seguida de
esta disposición, que en otras circunstancias
calificaríamos de homeopática, se consigne
que si alguna de las diligencias propuestas
hubiere de practicarse en lugar distinto de
el en que se siga el juicio, el juez, teniendo
en consideracion la distancia y la facilidad
ó dificultad de las comunicaciones, puede
señalar un término mayor para que se ve­
rifiquen, con lo cual se incurre en la in­
justificada anomalía de conceder á los jue­
ces la facultad de prolongar un término de
prueba á su voluntad, puesto que no se
marca limitacion alguna en la ley .
y cuando es un principio inconcuso y
L
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donde se intenta darla, que se indique la
residencia de los testigos y demás que se
espresa en aquel artículo; para aplicar el
1,149 se exije solo que la prueba haya de
darse fuera del juzgado que conoce del liti­
gio. ¿Guárdan por ventura armonia ambas
disposiciones? ¿Puéden justificarse sus pre­
ceptos? De ninguna manera; y la supresion
.
en el artículo '1,149 de los requisitos que
el 26D exije con mucha prudencia, para
conceder el término de prueba estraordi­
nario, es una razon mas y robusta, para
demostrar lo poco meditada que fue la
disposícion que ha dejado el campo abierto
para hacer interminable un juicio que se­
gun el espíritu y letra de la ley ha preten­
dido reducirse á fórmulas y, términos so­
brado breves.
Por lo que acaba de esponerse se com­
prenderá, que en nuestro concepto en los
negocios de menor cuantía no cabe la pe­
ticion ni concesion del término de prueba
estraordinario, en primer Ingar porque la
ley no lo' espresa y en segundo porque si
cupiera,' el artículo 1,149 seria completa­
mente inoficioso, ó daria lugar al contra­
sentido de que para probar algun hecho
en nuestras provincias ultrnmarinas se con­
cediera cuando mas el término de un año,
y para" ha�erlo en la Península se diera
uno mayor segun el libre arbitrio del juez
que conociera del asunto.
Sin embargo,'tal vez se dirá, que el que
la ley guarde silencio sobre este punto no
puede significar lo que nosotros indicamos,
por el principio de que todo lo que no está
espresamente prohibido se entiende per- , .
mitido y porque previniendo el art. 1,1 DO
que las pruebas se suministren en la forma .
establecida para el juicio ordinario, natural
es que se conceda al término estraordinario
.
para las que hayan de darse en nuestras
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universalmente observado, que los actos
todos de las tramitaciones han de tener un
período fijo y conocido de antemano: cuan­
do el término de prueba del juicio ordina­
rio tiene un límite señalado como máximum,
cual lo es el de sesenta dias hábiles: cuan­
do el término de prueba estraord�nario lo
tiene tambien, ¿no es una enorme contra­
diccion que en los negocios de menor cuan­
tia, en los que segun hemos demostrado
en otro artículo, ocurre muchas veces que
no puede darse toda la prueba por falta de
término, si esta ha de producirse en el
mismo juzgado en que se sigue ellitigio,
exista una disposicion por la que se conce­
de á los jueces la arbitraria facultad de otor­
gar un término hasta mayor que el mar­
cado por la ley para el estraordinario?
Esto que puede suceder, que ha sucedi­
do, basta á demostrar lo anómalo, lo in­
justificado del artículo cuya supresion in­
dicamos. Es de un mal efecto incalculable,
ver que á seguida de marcar solo nueve
dias por término general para dar la prue­
ba, en los negocios á que se refiere el
título XXIII de la ley, se consigne una
escepcion, por la que en un caso dado, pue­
da suceder que el término de prueba en un
juicio de menor cuantía sea no de meses
sino de años, causando con ello los per­
juicios consiguientes á la parte interesada
en la brevedad y pronta terminacion del
asunto.
y nótese que la disposicion que comba­
timos es tanto mas injusta, cuanto que al
paso que para conceder el término de prue­
ba estraordinario en los negocíos que cabe,
se exige en el artículo 26lJ de la ley que
este se solicite dentro de: los tres dias si­
guientes al ;en que se hubiere notificado el
auto de prueba, que los· hechos que pre­
tendan justifiearse hayan ocurrido en el pais
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posesiones de Ultramar; pero estas que son
las razones en que se apoyan los que creen
que cabe otorgarse el término estraordina­
rio en los negocios de menor cuantía, ca­
recen de solidéz á nuestro modo de ver.
El silencio de una ley de procedimien­
tos, nunca puede interpretarse en el senti­
do indicado, para pedir ó conceder un trá­
mite que ella no consigna; y proceder de
otra manera produciria de seguro gravísi-
,
mos males, puesto que daría ocasion á que
se introdujera en los procedimientos una
anarquía y confusion de fatales consècuen­
cias. En la sustanciacion de los juicios no
cabe hacer mas ni menos que lo espresa­
mente prevenido por la ley; y si en la de
enjuiciamiento civil no se concede el tér­
mino estraordinario para los negocios de
menor cuantía, el juez que cumpla estric­
tamente sus deberes, no otorgará esta dila­
cion en los términos que prescribe la sec­
cion o. a del título VII.
y si, como 'hemos indicado, la primera
objecion nos parece infundada, no lo es
menos para nosotros la segunda. El que
las pruebas hayan de suministrarse en la
forma establecida para el juicio civil ordi­
nario, no significa ni puede significar que
los términos hayan de ser mayores ni otros
que los espresamente consignados en la
ley: mas claro, la forma en que hayan de
suministrarse las pruebas, no afecta ni tiene
punto alguno de contacto con el término
fijado para darlas.
Mucho mas pudiéramos decir en apoyo
de la supresion que reclamamos y en de­
mostracion de que no procede el término
de prueba estraordinario en los negocios de
menor cuantía; pero el temor de molestar
á nuestros lectores y el deseo de no ser
difusos, nos hace concluir aquí, espresando
la esperanza que abrigamos de que no está
,
Enrique Márquez.
lejano el dia de una reforma, en la que
veamos suprimido un artículo que dejando
al arbitrio judicial un punto del mayor in­
terés, puede producir gravísimos perjuicios,
y concedido el término de prueba estraor­
dinario para los negocios de menor cuan­
tía, con lo cual no solo se dará uniformidad
á la tramitacion de los diferentes juicios,
sino que se llenará de una manera conve­
niente el vacío que ha de dejar en el tí­
tulo XXIII la supresion del art. '1, 149, su ...
presion tan necesaria por lo vago é ilimi­
tado de la facultad que en él se otorga á
los jueces, como lo es la concesion del tér­
mino de prueba estraordinario en los ne­








Real decreto de 12 de Setiembre é Instruccion de 10
de Noviembre de 1861.
I.
Así como en otra ocacion (1) hemos sos­
'tenido que el orígen del sistema de publi­
cidad hipotecaria, no se debió ni á la opre­
sion feudal, ni á los intereses fiscales, así
tambien debemos sostener que no fue
tampoco un pensamiento rentístico lo que
dió orígen al uso del papel sellado, sino
la filosófica idea de aumentar una solem­
nidad mas en los contratos é instrumentos
públicos, una prenda mas contra los frau­
des y falsificaciones, y una nueva garantía
ó testimonio á la verdad.
Como el fisco se apoderó de la publi­
cidad del registro de hipotecas para au-
(1) Artículo sobre la reforma de la Legislacion




Sumamente ventajoso es tambien el que
los testimonios que por exhibicion libren
los 'escribanos de cualesquier documento, en
vez de estenderse como hasta aquí en igual
papel en el que lo estuvieran los originales,
se estienden todos en un mismo papel y en
papel del sello octavo, quees de los demenos
precIO.
La diferencia de papel para los poderes
segun su clase y en algunos de estos segun
las cantidades que pudieran ser objeto de
las gestiones del mandatario, creaba no
pocas dificultades, y daba lugar á contínuos
fraudes en perjuicio de laHacienda, y sobre
todo en menoscabo de la moralidad; y la
.
ley debe evitar por cuantos medios estén á
su alcance, la ocasión de sus transgresiones
aunque solo sea por que, por sencillas é
indiferentes que parezcan, siempre reflu­
yen en perjuicio de la sociedad, y predis­
ponen al ánimo á cometer las mas impor­
tantes y mayores.
Las disposiciones respecto á los poderes
del último decreto, eran indispensables:
evitan todos los inconvenientes que se ha­
bian observado y no pueden menos de me­
recer el aplauso de cuantos conocen estos
detalles de aplicacion.
Tambien es digna de mencionarse como
notable y justa la disposición de que los
índices de los protocolos de los escribanos
y los testimonios que de los mismos deben
remitirse anualmente á la audiencia se
estienden en papel de oficio.
Pero lo mas importante de la última re­
forma es la parte referente al sello judicial
introducido para los litigios. No es la ley
en este punto lo que nosotros quisiéramos
que fuera, pero si se medita un instan te
lo que era por la legislacion anterior, lo
primero que ocurre es recibir la reforma
con alegria y alabanza. El uso de un mis-
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mentar las rentas públicas, así los gobier­
nos convirtieron muy luego esa solemni­
dad del sello en un nuevo y productivo im­
puesto.
Conocidas son de nuestros lectores las
funestas consecuencias de haberse consí­
derado bajo semejante punto de vista la
institucion de los registros de hipotecas y
el uso del papel sellado, y limitándonos á
este último, mucho es lo que pudiéramos
decir sobre la conveniencia y justicia de
semejante impuesto y sobre el modo como
se distribuye, aun despues de la última
reforma, que motiva el presente artículo.
Pero nos concretamos por ahora á con­
signar, que acaso el último progreso en
ambos ramos de la legislacion, será volver
al punto de partida: esto es, á separar toda
intervencion fiscal respecto los registros de
la propiedad y considerar el uso del sello del
estado, no como un impuesto, sino mera­
mente como una solemnidad importante y
tsascendental para la garantia de la ver­




Mejoras introducidas. Ocupándonos de
.
la última reforma dentro del sistema mis­
mo, en cuya consecuencia está dictada, aun-
o que no podamos consignar que sea una ley
buena confesamos que es mejor que la an­
terior .
La proporcionalidad en el impuesto in­
dudablemente es mayor, por regla general,
y basta á comprenderlo así el mayor nú­
mero de clases en que hoy se subdivide
el sello para los contratos y últimas volun­
tades. A esta proporcionalidad, y á la
sencillez en la aplicacion cond uce tambien
el que solo sea el primer sello de la copia
de la escritura el que se use en propor­
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mo sello en cada clase de litigio, sobre no
resultar en perjuicio de las partes, evita
inmenso trabajo, tiempo y responsahilidad
á los actuarios y demás funcionarios pú­
blicos.
La ilustracion de nuestros lectores nos
-dispensa de descender á detalles en demos­
tracion de estos asertos.
Nosotros, disintiendo de la opinion del
Sr. Olozaga (1), no creemos que conside­
rada 'la disposicion del Real decreto relati­
va á los documentos de giro, con relacion
á los demás que abraza el decreto y á los
que anteriormente á él regian, sean tan
grandes como se creen los perjuicios oca­
sionados al comercio. Encontramos por el
contrario algunas disposiciones útiles para
el comercio y otras oportunamente encami­
nadas á que la ley no sea eludida.
Dejamos, no obstante, el tratar de este
punto en otro artículo, por consideracio­
nes que serán á nuestros lectores fáciles
de comprender, como tambien por no dar
á este estension.
Esta última razon nos obliga tambien
dejar para otros artículos el ocuparnos de
inconvenientes que han quedado en pié
á pesar de la última reforma, ó que surgen
de ella.
Nos parece mas urgente ocuparnos de
las dudas que su aplicación ofrece.
III.
Escritos y pruebas enlas causascriminales.
¿En qué papel deben estenderse cuando
son á instancia de parte?
Ateniéndose al literalismo del artículo
29, caso 5.° del Real decreto, en papel de
oficio: el espíritu de dicho Real decreto y
,(I) Véase el Boletin correspondiente al presente
numero.
la concordancia y armonia de varios artí­
culos ha hecho creer á personas competen­
tes (1) que en sello judicial de seis reales,
ó de pobres, segun su clase, y� esta ha
sido también nuestra opinion. Fundámonos
para opinar así, en que siempre se ha dis­
puesto y parece que es también la mente
del último decreto, que el papel de oficio
se emplee, como su nombre indica, en los
actos, instrumentos ó actuaciones de oficio,
y en que de ningun modo pueden com­
prenderse en esta clase los escritos del
acusador privado, las defensas del proce­
sado, ni aun las diligencias que á instancia
de unos y otros se practiquen.
As� es que no se nos indicará un solo
caso, fuera de las causas criminales. en que
se determine, ni por el artículo 29 del Real
decreto, ni por algun otro, el uso del
papel de oficio, á que no puede atribuirse
el carácter de oficial, y por ello creemos
que cuando se prescribe en las causas �;i��
minales es solo para las diligencias que
tienen tal carácter.
Se podrá decir que el Real decreto
establece como principio general la unidad
del sello en cada clase de juicio. Pero á
esto contestamos con el artículo 51, en
virtud del cual cabe, y aun debe suceder,
que se empleen en un mismo' juicio dife­
rentes sellos, con relacion a las partes que
en él tengan interés, suministrando cada
cual el que á su clase corresponda para las
actuaciones que hayan de practicarse á su
instancia ó en su interés.
La misma razon hay para que así suceda
en las causas criminales.
Ello, no obstante, las salas de esta esce­












(1) Véase el prontuario para el uso, del papel
sellado por el Dr. D. Fernando de Lean y Olarieta






de que en Ias causascriminales no se emplee
ningún otro 'sello que el de oficio, y si esto
no puede aun llamarse jurisprudencia , es
un principio que corta la dificultad para las
causas que se sustancien en su territorio,
.y al que deben atenerse cuantos en ellas
intervengan sin incurrir en responsahilidad
alguna.
Nosotros quisiéramos después de todo
que esto fuese una terminante y general
disposicion Jel Legislador, porque aunque
se faltase algo á la propiedad considerando
actos de oficio los que son de interés par­
ticular, se facilitaría el derecho de acusa­
cion y de defensa, sin que por ello pudiera
quedar perjudicada la Hacienda pública.
'-
IV.
Testamentos, ,¿En qué papel dehen li­
brarse sus copias? El no haber una dispo­
sicion concreta sobre este punto como en
la legislacion anterior, es lo que ha dado
lugar á dudas, relativas no á aquellos testa­
mentos en que consta la cantidad de he­
rencia, en cuyo caso servirá esta de re­
guIador, sino á aquellos en que, como mas
generalmente sucede, no conste dicha can- ,
.tidad.
Ha habido quien ha creido que cuando
en el testamento no constara, la cantidad
. de la herencia, debería librarse su copia
en el papel que proporcionalmente corres-
: ponda á la cantidad que la parte_interesada
á cuya petición se libre manifieste al escri­
bano que podrá importar la cuantía h­
quida de la herencia, haciendo constar
además haber advertido á dicha parte la
obligacion en que quedan do rei,nte3rar á
ila Hacienda la diferencia, caso de resultar
.mayor. Esta solucion que á primera vista
seduce, no solo no puede encontrar su
fundamento en disposicion legal alguna,
I
si que por el contrario ofrece gravlslmos
inconveuientes y perniciosos resultados.
Habria casos en que moral y material­
mente seria imposible hacer dicho cálculo,
y muchos mas en que se haria faltando á
la verdad, en pró del interesado y en con­
tra de la Hacienda.
Pero no hay por qué esforzarse en com­
batir esa opinion �
najo el indisputable supuesto de que los
testamentos nuncupativos son escrituras
públicas, están sujetas sus copias á lus
disposiciones relativas á estas.
Cuando en el instrumento consta la can­
tidad, ella sirve de tipo regulador; cuando




Las copias ele escrituras y las certificocio­
nes de conciliacion en que haya avenencia..
que versen sobre objeto uo oaluable. se
eslenderán en papel de 52 1'S.
Est.a es tambien la opinion del director
de la Gaceta del Notariado español.
V.
Hemos alterado el órden que nos había­
mos propuesto en este artículo , y reser­
vamos para otros sucesivos el seguirnos
ocupando del mismo asunto, por cenere­
tarnos al espacio de que podemos disponer
en el presente número de nuestra Revista
y no retardar el contestar á las dudas que
principalmente se nos ha hecho el honor
de consultarnos, con motivo del, Cuad1'o
sinóptt"co que para el uso del papel sellado
y sellos sueltos hemos publicado. Y tam­
Lien porque nos urgía consignar que en
dicho cuadro, á pesar del grande cuidado
con que hicimos la correccion de pruebas,
pasaron desapercibiùas dos equivocaciones,
Fue la una el señalar para las actuacio­
nes de jurisdicción voluntaria el sello de ,
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4 rs. cuando realmente corresponde el de
6 rs.
La otra es relativa á la certiíiciones de
médicos, arquitectos, agrimensores, etc. que
segun la disposicion del art. 09 de la Ins­
truccion que tuvimos presente para incluir­
las en el cuadro, á pesar de que el decreto
no se ocupa de ellas esplicitamente, deben
estenderse en papel del sello 9.
o
de 2 rs. y
se imprimió del 8.0 de 4. -
Estas equivocaciones, corregidas con la
pluma en los mas de los egemplares de la
LI edicion, han desaparecido, con otras
insignificantes, en la segunda que el favor
del público nos han obligado á hacer.
Eduardo .!tard.
DISCURSO INAUGURAL
pronuncz'ado cl dia 30 de Nooiembre de 1861,
en la solemne apertura de la Academia va­
lenciana de Leoislacum y Iurisprudenoia,
por su presidente el DR. D. VICENTE· ....I'onno ,
(Continuacion.)
No solo por la inteligencia, siempre contraria
á los intereses del contribuyente, quo á cada
paso daban las oficinas del ramo á sus artícu­
los, si no por que las nuevas medidas g'uber­
nativas, dictadas sobre la base de aquella dis­
posicion, como si fueran su genuina inteligen­
cia, y su oomplemento , llevaron las tendencias
fiscales hasta un punto al que jamás habian
llegado en épocas anteriores; bastará, en de­
mostracion de esta verdad, recordar que el Real
decreto del año 1852 prohibió á los escribanos
autorizar documentó alguno si no se les hacia
constar previamente haberse registrado el título
anterior que acreditase los derechos á la pro­
piedad objeto del contrato que fuera á cele­
brarse. Disposícion terrible y aten tataria al
derecho de propiedad; disposicion siempre con­
traria á los buenos principios; pero menos jus-
tificada que nunca en nuestra época, en la que,
pugnando por desamortizarlo todo, se venia á
amortizar perpetuamente en una persona ó fa-
I
milia la finca ó fincas de que no tuviese titulas,
por mas legítima que fuese su adquisicion, por
mas que nadie la pusiera en duda; con la nota­
ble desventaja sobre los demás poseedorës de
bienes amortizados de no poder contar nunca,
como estos contaban, con documentos que en
cualquier conflicto pudiesen demostrar su dere­
cho en la cosa, ya perpétua, ya temporal. Elo­
cuente leceion para comprender hasta dónde
conduce la aplicacion de principios erróneos,
¡amortizar de la manera mas inconveniente de
nuevo, y sin necesidad, los mismos poderes
que no tenian inconveniente en deshacer por
medio de la desamortizacion lo que al menos,
por ser la obra de muchos siglos, estaba el pais
acostumbrado á mirar como una tradicion -ve­
nerandal
Tan violenta medida no podia subsistir mucho
tiempo; l¿s inconvenientes prácticos que sus­
citó fueron demasiado ostensibles para que no
se apresurase el Gobierno de S. M. á remediar­
los, suspendiendo los efectos de esa disposiciou
por Real decreto de .19 de Agosto de 1855.
Este era y es el estado de nuestra legislacion
hipotecaria, cuando ha aparecido la ley que me
propongo brevemente analizar; y para com­
prender mejor las ventajas de Ia reforma, paré­
cerne muy del caso apuntar siquiera 10$ prínei­
pales defectos de la legislacion actual.
Entre estos llaman Ia atencion: 1.0 El gran
número de las hipotecas tácitas ó legales: 2.°
El haber sido mirada, no como una institucíon
civil, sino como una medida fiscal, como uu
medio tributario: 5.0 La de haberse considera­
do este ramo como dependencia del mínisterio
de Hacienda, cuando lo es esencialmente del
ministerio de Gracia y .Justicia; y 4.
o El háber
admitido juntamente con la hipoteca especial
la general ó universal de los bienes del deudor.
Al señalar como uno de los defectos príncí­
pales del actual sistema hipotecario el gran
número de hipotecas tácitas, no es mi ánimo
accion investigadora del que tenia interés en
celebrar cualquier contrato con el marido ó con
ei tutor. Además ¿qué razon de conveniencia ni
de justicia puede señalarse para que todos los
bienes, por egemplo, del tutor ó del marido
queden tenidos y obligados á las resultas de su
administracion legal, aun cuando sea insignifi­
cante el patrimonio del menor ó de la muger,
aunque el marido ó el tutor sean millonarios?
O esta garantía, por no ser concreta, no impide
la constitucion y la preferencia de nuevas hipo­
tecas espresas, y en tal caso con su generalidad
no deja bien asegurados los intereses de estas
personas desvalidas; ó, por el contrario, se la
declara tan eficaz y preferente, que impide la
constitucioñ de nuevas hipotecas espresas y
especiales mientras aquella no quede cancelada;
y entonces por una responsabilidad, acaso in­
significante, y siempre conocida ó facil de cal­
cular, se pone un entredicho general ,-á los
bienes de una persona, á quien con ventaja
propia, y acaso tambien de la sociedad, se le
ofrezcan nuevas y brillantes ocasiones de hacer
valer su crédito territorial, que de este modo
queda completamente destruido, al menos por
un gran número de años, ó por un tiempo del
todo indeterminado. Si el destruir esta bella
perspectiva y estos derechos, innecesariamente
sacrificados, puede ser indiferente al menor, no
así á la muger, á quien tanto interesa acrecer,
en vez de matar, el crédito en su marido; si
aun á la muger pudiera ser indiferente, no al
Legislador, cuya alta rnision no se concreta á
privilegiar á esta ó la otra clase de la nacían)
sino á armonizar los derechos de todos, dis­
pensando de aquellos sacrificios que no sea ne­
cesario imponer.
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combatir propiamente su existencia, sino su
manera de ser. ¿Quién no comprende las altás
razones ele moralidad, que aconsejan garantir
de la manera mas segura é indestructible, no
solo el patrimonio, sino aun la buena adminis­
tracion y aplicacion de las rentas de los des­
graciados, á quienes la muerte arrebató prema­
turamente los autores de sus dias, privándoles
de su natural y cariñosa direccion? Ya que las
leyes sean insuficientes para llenar ese vacío,
deben estender su proteccion hasta donde sea
dable; y nunca serán demás las bien entendidas
precauciones que tomen en favor de esta clase
desvalida. Otro tanto debe decirse de los privi­
legios que la ley concede al patrimonio de las
mugeres casadas; pues si bien esta clase aban­
donada á sus propias fuerzas, estaria muy lejos
de necesitar tanta proteccion de parte del Le­
gislador, olvidar no debemos que este, por con­
sideraciones tan poderosas como sabidas de to­
dos, ha reducido á muy exiguas proporciones
su personalidad civil, fundiéndola propiamente
en la del marido, á quien la religion misma con
sus augustas ceremonias designa tambien como
gefe de la familia en el momento solemne de la
bendicion nupcial. Razones análogas aconsejan
como prudente las simpatías que los Legislado­
res han mostrado por otras clases ó estados
civiles. Pero, porque sea racional y justo que
la ley desempeñe esta mision tutelar cerca de
esas personas ó clases civiles, ¿han de sacrífl­
carse precisamente derechos tambien sagrados
y dignos de respeto, derechos del todo compa­
tibles con los de esas clases privilegiada s?
Porque se juzgue á estas dignas de la pro­
teccion pública, ¿se ha de preferir un medio
que, sin dejar completamente á cubierto sus in­
tereses, lastime en gran manera, no solo los
del tutor, marido, etc., sino tambien lo� de
terceras personas? Si esta distincion se hubiera
hecho, si se hubiese separado la forma del
fondo, acaso no se hubiera planteado nunca, ó
no se hubiera sostenido por tanto tiempo el
perjudicial sistema de hacer reservadas esas hi­
potecas, sustrayéndolas con el secreto á la
(Se concluirá.)
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